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Radicado No. 

Clase De Proceso 

: 

: 

202504089001-2026-00457-00 

ACCION DE TUTELA 

Accionante : BASTIDAS ING S.A.S 

Accionado : GOBERNACIÓN DEL CESAR 

Asunto : SENTENCIA 

 

 

Como toda la actuación de la referencia se ha situado conforme a las reglas 

adjetivas que le son propias, sin que se observe causal alguna que invalide lo 

actuado, es procedente proferir decisión de mérito, razón por la cual el 

Juzgado Promiscuo Municipal de El Paso - Cesar, en ejercicio legal de la 

Función Pública de administrar Justicia que le es propia, y con observancia 

plena al derecho aplicable, dicta la presente.  

SENTENCIA 

 

1.- A N T E C E D E N T E S 

Con fundamento en el art. 86 de la C.P, el Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 

1382 de 2000, procede el Despacho a decidir en primera instancia, la Acción 

de Tutela, promovida por BASTIDAS ING S.A.S. contra la GOBERNACION DEL 

CESAR por la presunta violación al derecho fundamental a la petición. 

 

La cual se fundamenta en los siguientes: 

  

1.2. HECHOS 

 

El representante legal de la accionada refirió lo siguiente: 

 

1.2.1. El 7 de julio de 2026 elevó derecho de petición de audiencia especial 

ante el despacho de la gobernadora del Departamento del Cesar con el 
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fin de proponer alternativas técnicas de inclusión laboral y aplicación 

obligatoria de la Ley de emprendimiento en el proceso de infraestructura 

hospitalaria además de plantear una fórmula de saneamiento frente a una 

asfixia fiscal.  

 

1.2.2. Relató las solicitudes de audiencia con la mandataria 

departamental desde el 25 de abril de 2025 haciendo hincapié en las 

evasivas frente a la reunión y que, si bien aceptó el encuentro con la 

Secretaría de asuntos internos, la que, para su consideración carece de 

competencia sobre el orden del gasto y no ostenta facultades legales ni 

presupuestales, ha trascurrido más de un año desde el encuentro sin que 

le den solución.  

 

1.2.3. El 9 de julio de 2026, la oficina de radicación PQRS de la entidad 

accionada formalizó el requerimiento asignando radicado N0. 314732, no 

obstante, al haber transcurrido el término establecido para dar respuesta 

al trámite ha guardado silencio repitiendo una conducta omisiva por parte 

del ente territorial. 

 

1.3. PRETENSIONES Y DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE 

VULNERADOS 

Con fundamento en las circunstancias fácticas expuestas solicitó el amparo 

a los derechos de petición y debido proceso, y que, en consecuencia, se 

ordene a la Gobernación del Departamento del Cesar proceda a fijar fecha 

y hora de audiencia especial. 

 

II.  TRÁMITE PROCESAL 

La presente acción de tutela fue admitida en providencia de veinte (20) de 

agosto de dos mil veintiséis (2026), notificado a la entidad accionada 

mediante oficio No. 01058. 

Se deja constancia que los días 4, 5, 6, 11 y 14 de agosto de 2026, en el 

Municipio de El Paso, Cesar, no hubo servicio de energía, por lo que fue 

imposible adelantas las actividades propias del despacho, y por tanto se 

entenderá suspendido los términos en la fecha. 

Cumplido el trámite de Ley, sin que se observe causal de nulidad procesal, se 

decide mediante las siguientes, 

2.1 RESPUESTA DE LA ACCIONADA Y VINCULADA 

La Gobernación del departamento del Cesar, en respuesta solicito negar por 

improcedente la acción de tutela, debido a que el derecho de petición 

presentado fue satisfecho plenamente el 5 de agosto de 2025 en 

comunicación emitida por la entidad, en suma, respecto de las pretensiones 

relativas a imponer cláusulas contractuales específicas, forzar la adjudicación 

de subcontratos y dirimir litigios de impuestos vehiculares escapan por 

completo del ámbito constitucional de la tutela, alegó la carencia actual de 
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objeto por hecho superado y la inexistencia de vulneración y/o amenaza de 

derechos fundamentales. 

Solicitó se deniegue cualquier pretensión respecto de la Gobernación del 

departamento del Cesar en razón a que no se transgredió derecho 

fundamental alguno.  

III. PROBLEMA JURIDICO 

 

Corresponde al despacho determinar si ¿la Gobernación del departamento 

del Cesar, ha vulnerado el derecho fundamental invocado por el accionante, 

a efectos de concederlo, o si en su lugar, debe negarse, ora, declararse 

improcedente? 

 

IV. CONSIDERACIONES  

 

El artículo 86 de la Constitución Nacional, contempla la acción de tutela 

como un mecanismo destinado para la protección judicial inmediata de 

derechos constitucionales fundamentales perturbados por la omisión o 

acción de autoridades públicos e inclusive particulares, el cual se caracteriza 

por ser subsidiario o residual, bajo el entendido de que solo procederá si no 

existe mecanismo judicial alterno, previamente instituido por el legislador para 

atacar el hecho o actuación lesiva, con la salvedad de que se avanzará en 

su estudio si, existiendo, dicho medio no es idóneo y eficaz o cuando se esté 

frente a un próximo perjuicio irremediable 

 

La Corte Constitucional ha señalado que, para que esta acción pueda llegar 

a ser estudiada por el juez constitucional debe cumplir los siguientes requisitos: 

(i) legitimación en la causa por activa y por pasiva, (ii) inmediatez y (iii) 

subsidiariedad. Estas dos últimas condiciones recobran gran importancia, 

puesto que, la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación 

urgente para la cesación de la vulneración del derecho objeto de violación 

o amenaza. Luego, no es propio de este mecanismo reemplazar los procesos 

ordinarios o especiales, dado que su propósito específico emana de su 

consagración constitucional, el cual, no es otro que brindar a la persona 

protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus 

derechos fundamentales. 

 

En cuanto al derecho de petición, determinado en el artículo 23 de la 

Constitución política de Colombia, reglamentado por la Ley 1755 de 2015, 

instruye de una doble finalidad: en primer lugar, la posibilidad de interponer 

solicitudes respetuosas ante las autoridades, organismos, instituciones 

privadas e inclusive, particulares naturales; como segundo aspecto, que de 

dicha suplica, se obtenga una respuesta oportuna, eficaz, congruente y de 

fondo. 

 

La Corte Constitucional, en reiteradas providencias ha sido enfática en el 

núcleo esencial del derecho de petición, especificando tres elementos 

principales: “i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo 
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y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la 

respuesta al peticionario”(Sentencias T-376 de 2017, T-206 de 2018 y T-066 de 

2024), siendo presupuestos indispensables para que se acredite la satisfacción 

del postulado fundamental. 

 

En cuanto al artículo 29 de la Constitución Nacional, el debido proceso es un 

derecho fundamental aplicable “a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas”, el cual resulta de aplicación inmediata según lo 

preceptuado por el artículo 85 ídem. En relación con el desarrollo de las 

actuaciones administrativas, el debido proceso pretende regular el ejercicio 

de las potestades de la administración, cuando en virtud del inicio de estas 

puedan llegar a comprometerse los derechos de los administrados. 

 

De acuerdo con lo expuesto, se ha entendido que el debido proceso 

administrativo es una manifestación del principio de legalidad, conforme al 

cual toda competencia ejercida por las autoridades debe estar previamente 

establecida en la ley, como también las funciones que les corresponden 

cumplir y los trámites a seguir, antes de adoptar una determinada decisión 

(C.P. arts. 4° y 122). En esta medida, las autoridades administrativas 

únicamente pueden actuar dentro de los límites señalados por el 

ordenamiento jurídico.  

 

Respecto de las controversias contractuales la Corte1 ha referido: 

 

“La controversia contractual planteada por la accionante no involucra 

derechos fundamentales ni contenidos constitucionales 

 

 La accionante aseguró que la Agencia XY Models vulneró sus derechos 

fundamentales a la libertad de profesión u oficio, al trabajo, mínimo vital y 

educación, en razón a que se rehúsa a aceptar la terminación del contrato 

de representación, que la actora sustenta en el incumplimiento de las 

obligaciones contractuales. En concreto, la accionante aseguró que la 

accionada: (i) no ejecuta adecuadamente el objeto del contrato, pues 

desde que la representa como modelo, ha obtenido pocos trabajos, (ii) no 

paga los honorarios según lo acordado; (iii) cobra un valor excesivo por 

comisión, en comparación con lo que ella cobra por sus servicios como 

modelo; y (iv) realiza descuentos de los honorarios sin su consentimiento 

expreso (párr. 5 y 10, supra). Igualmente, señaló que considera afectados los 

derechos mencionados debido a que (v) se envió una comunicación a otras 

agencias informando sobre la cláusula de exclusividad del contrato sub 

examine. 

 

No obstante, lo anterior, la Sala encuentra que la controversia suscitada no 

versa sobre derechos fundamentales, sino sobre derechos y prerrogativas 

legales y contractuales, particularmente, frente al presunto incumplimiento 

del mandato de representación y la liquidación de los honorarios. A pesar de 

que la accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales, esta 

 
1 Corte Constitucional Sentencia T-331 DE 2024 
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Corporación no evidencia una relación entre la controversia suscitada y la 

posible afectación o amenaza de tales derechos. Por un lado, la accionante 

no aportó elementos que permitan inferir una afectación, siquiera prima facie, 

de sus derechos fundamentales al mínimo vital y educación. Por el contrario, 

está acreditado que ella: (a) no tiene personas a cargo; (b) su núcleo familiar 

está conformado por los progenitores y la hermana, quienes devengan un 

salario mínimo, seiscientos mil pesos y dos millones quinientos mil pesos, 

respectivamente; (c) reside en la casa de propiedad de sus padres; (d) recibe 

ingresos aproximados de doscientos setenta mil pesos por la “[v]enta de 

accesorios, [por repartir] volantes publicitarios y [por la venta] de sopa los días 

domingos y festivos”[132]; y (e) el Icetex financia parte de los derechos de 

matrícula de sus estudios universitarios y, por ende, lo que debe pagar es una 

cuota mensual de doscientos noventa mil pesos (pár. 25, supra). En ese 

contexto, la Sala no encuentra ningún vínculo o relación entre el presunto 

incumplimiento del contrato de representación, de un lado, y los derechos 

fundamentales invocados, del otro. 

 

Es del caso precisar que la Corte ha establecido que el derecho al mínimo 

vital representa la porción de los ingresos de un individuo que está destinado 

a la financiación de “condiciones materiales básicas e indispensables para 

asegurar una supervivencia digna y autónoma”. Es, pues, el derecho a un 

mínimo de condiciones básicas de subsistencia que preservan la calidad de 

vida de cada persona, por lo que la protección de este bien jurídico amerita 

demostrar una situación de emergencia que ponga en peligro la subsistencia 

de la persona. En esa medida, la Sala encuentra que la vulneración al 

derecho al mínimo vital que alega Michelle no guarda ninguna relación con 

la controversia contractual que propone. Esto, porque la accionante asegura 

que, desde el 3 de diciembre de 2021, día que inició su relación contractual 

con la accionada, solo se le han efectuado dos pagos de honorarios como 

modelo, a pesar de haber prestado sus servicios en diversas ocasiones. En 

contraste, Michelle Andrea no explicó por qué esperó hasta el año 2023 para 

interponer acción de tutela para proteger este derecho, si es que tales 

ingresos eran su fuente de subsistencia y esta dependía del contrato de 

representación. 

 

Por otro lado, respecto a la vulneración de los derechos fundamentales al 

trabajo y a la libertad de profesión u oficio, esta Sala evidencia que tampoco 

hay relación entre el debate contractual y tal afectación, pues la actora 

reconoce haber sido contratada para participar en diferentes eventos, por 

los cuales, además, ha recibido una remuneración económica (párr. 25, 

supra); muestra de ello es su asistencia al evento organizado para la “pasarela 

Francesca Miranda”. Incluso, las pruebas allegadas por la Agencia XY Models, 

así como por la propia accionante, dan cuenta de que, en el transcurso del 

presente año, Michelle Andrea ha obtenido diferentes trabajos como modelo, 

por la gestión propia y de personas conocidas, a pesar de alegar que la 

decisión de no terminar el contrato supone la lesión de sus derechos. En esa 

misma línea, la Sala encuentra acreditado que, luego de que la accionante 

manifestara su voluntad de terminar unilateralmente el contrato, la Agencia 

continuó proporcionándole oportunidades de trabajo, pues la ha invitado a 
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participar en eventos y convocatorias en varias ocasiones. Sin embargo, ha 

sido la accionante quien, por voluntad propia, ha decidido no acudir a estos 

eventos, con fundamento en que las ofertas de trabajo de la accionada se 

realizaron después de que ella comunicara su decisión de finalizar el contrato 

de forma unilateral. 

 

De lo anterior, la Sala puede concluir que la controversia entre la accionante 

y la agencia demandada no tiene relación con los derechos fundamentales 

invocados como trasgredidos, pues: (i) la actora ha podido ejercer el 

modelaje bajo su libre albedrío, pues ha acudido a los “casting” que ha 

querido y dejado de asistir a los que entiende que no le convienen por 

diversas razones, incluso, ha recibido una contraprestación por su oficio de 

modelo; (ii) la cláusula de exclusividad del contrato y el “comunicado” de la 

accionada no han restringido la capacidad para trabajar de Michelle con 

otras agencias o participar en diversos proyectos; (iii) la modelo no probó 

haber perdido ofertas laborales en concreto, debido al vínculo contractual 

que sostiene con la accionada; y (iv) no hay pruebas de que la actora hubiere 

visto truncado su proceso de formación profesional. En ese sentido, el caso 

sub examine no tiene trascendencia constitucional pues, aunque el contrato 

de representación esté vigente y, con ello la cláusula de exclusividad de la 

que la accionante se queja, estas situaciones no suponen en sí misma una 

controversia relacionada con los derechos fundamentales a la educación, 

libertad de profesión u oficio, al trabajo y, menos, al mínimo vital.” 

 

En conclusión, lo que la accionante pretende es la resolución del contrato de 

representación suscrito con la Agencia XY Models y este litigio no versa sobre 

derechos fundamentales, sino sobre el alcance y el presunto incumplimiento 

de las cláusulas contractuales por parte de la accionada, lo que 

desencadena en un asunto meramente legal y económico.” 

 

Conviene hacer referencia a la sentencia de constitucionalidad C-080 de 

2025, en la que si bien se declaró «… EXEQUIBLE el artículo 410A de la Ley 

599 de 2000, “por la cual se expide el Código Penal”, adicionado por el 

artículo 27 de la Ley 1474 de 2011, respecto del cargo por la presunta 

vulneración del principio de legalidad estricta o tipicidad en materia penal.» 

 

Vale la pena rememorar que, en sentencias constitucionales, como es el caso 

de la antes citada, no siempre todos los H. Magistrados, partes y terceros, 

llegan a las mismas posiciones y consideraciones, por tanto, debe recordar 

esta judicatura, que en la misma decisión aclaró voto los H. Mg JORGE 

ENRIQUE IBÁÑEZ NAJAR, JUAN CARLOS CORTÉS GONZÁLEZ, y se declaró 

impedida, la Dra. CRISTINA PARDO SCHLESINGER. Disertaciones que, aunque 

no sientan precedente jurisprudencial, sí recuerdan a la judicatura y a la 

sociedad en general, que las conductas punibles no siempre tienen un punto 

de vista a analizar, por tanto, cada actuación administrativa y particular, debe 

apegarse a la normatividad, y los principios constitucionales, procesales, 

legales y jurisprudenciales que la orientan.  
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Ahora, en relación con el hecho superado, la H. Corte Constitucional ha 

reiterado lo siguiente2:  

 

“Carencia actual de objeto por hecho superado. Reiteración de 

jurisprudencia. 

  

28. En virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, la 

acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los 

derechos fundamentales, cuando estos se encuentren amenazados o 

vulnerados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un 

particular. En esta medida, la intervención del juez constitucional se justifica 

para hacer cesar dicha situación y, en consecuencia, garantizar la 

protección cierta y efectiva de los derechos fundamentales presuntamente 

amenazados o vulnerados. 

  

29. No obstante, en algunos casos, la variación o la extinción de las 

circunstancias que dieron origen a la presunta vulneración o amenaza de los 

derechos, implica que la acción de tutela pierda su razón de ser como 

mecanismo extraordinario de protección judicial. De manera que, si la 

situación que genera la vulneración o amenaza “es superada o finalmente se 

produce el daño que se pretendía evitar con la solicitud de amparo” la acción 

de tutela se torna improcedente. En esa medida, no tiene sentido un 

pronunciamiento por parte del juez constitucional si este constata que la 

vulneración o amenaza de los derechos fundamentales fue superada o 

resuelta de alguna forma con posterioridad a que el accionante haya 

acudido a la acción de tutela, porque “la posible orden que impartiría el juez 

caería en el vacío”. 

  

30. La jurisprudencia constitucional ha identificado tres escenarios que 

pueden generar la carencia actual de objeto, a saber: (i) el hecho superado, 

(ii) el daño consumado y, (iii) un hecho sobreviniente. Específicamente, sobre 

el hecho superado, que interesa al asunto bajo examen, ha dicho la Corte, 

“se configura cuando, entre la interposición de la acción de tutela y la 

decisión del juez constitucional, desaparece la vulneración o amenaza al 

derecho fundamental cuya protección se invoca y se satisfacen las 

pretensiones del accionante como producto de la conducta de la entidad 

accionada”. 

  

31. En tal circunstancia, corresponde al juez de tutela verificar: (i) que, en 

efecto, se ha satisfecho por completo la pretensión de la acción de 

tutela y (ii) que la entidad demandada haya actuado (o cesado su conducta) 

de forma voluntaria. 

  

32. La configuración de la carencia actual de objeto, en cualquiera de los 

supuestos reseñados, trae como consecuencia que la acción de amparo 

pierda sustento, así como su razón de ser como mecanismo de protección 

inmediata y actual, debido a que, ante la inexistencia actual de la amenaza 

 
2 Corte Constitucional, Sentencia T-190 DE 2025.  
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o vulneración de derechos fundamentales, le resulta al juez imposible emitir 

orden alguna dirigida a protegerlos y deberá proceder a declarar la carencia 

actual de objeto . 

  

33. Sin perjuicio de lo anterior, y conforme al precedente jurisprudencial, “es 

posible que el proceso amerite un pronunciamiento adicional del juez de 

tutela, no para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por 

sustracción de materia-, pero sí por otras razones que superan el caso 

concreto”. De manera que, el operador constitucional, debe atender las 

subreglas dispuestas en la sentencia SU-522 de 2019, a saber: “(ii) [e]n los 

casos de hecho superado o situación sobreviniente: no es perentorio que el 

juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin embargo, y 

especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede de 

revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere 

necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de 

conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar 

medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la 

inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) 

corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión 

de un derecho fundamental”. – negrilla y subrayado fuera del texto original- 

  

Ahora, el accionante en la tutela hace un despliegue de hechos 

referenciados con actos discriminatorios, en ese sentido, vale la pena 

rememorar lo dispuesto por la H. Corte Constitucional respecto de la carga 

de la prueba de dichos actos. En sentencia T-371 de 2015, precisó:  

 

“(...) las demandas que invocan la vulneración del principio de igualdad 

deben cumplir un requisito adicional. Tal requisito se deriva del carácter 

relacional del principio de igualdad y de la necesidad, presente en todos los 

casos, de realizar una comparación. Este requisito se concreta en la exigencia 

de presentar: “(i) los términos de comparación -personas, elementos, hechos 

o situaciones comparables- sobre los que la norma acusada establece una 

diferencia y las razones de su similitud; (ii) la explicación, con argumentos de 

naturaleza constitucional, de cuál es el presunto trato discriminatorio 

introducido por las disposiciones acusadas; y (iii) la exposición de la razón 

precisa por la que no se justifica constitucionalmente dicho tratamiento 

distinto, es decir, por qué es desproporcionado o irrazonable”. 

 

Bajo ese panorama y concebidas las anteriores consideraciones, normas y 

Jurisprudencias aplicables, procede el Despacho a estudiar el asunto puesto 

en consideración.” 

V. CASO CONCRETO  

En el asunto sub examine, se advierte que la causa de inconformidad del 

accionante radica en la presunta vulneración de los derechos fundamentales 

a la petición y debido proceso por parte de la entidad accionada al no fijar 

fecha y hora para audiencia especial con la gobernadora del departamento 

del Cesar, para que le de respuesta a sus derechos de petición. 
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En cuanto a la legitimación por activa y pasiva, Bastidas Ing S.A.S, acreditó 

sumariamente, estar representada por su representante legal, y haber 

elevado la petición ante la entidad accionada, es decir, la Gobernación del 

departamento del Cesar, quien, por su calidad, tiene a su cargo, dar una 

respuesta a la solicitud. 

 

Frente a la inmediatez, se advierte que la última solicitud fue radicada el 9 de 

julio de 2026 y, la tutela fue interpuesta el 4 de agosto siguiente, por tanto, el 

mecanismo constitucional fue presentado en tiempo razonable. En 

consecuencia, esta judicatura estima que la interposición del mecanismo 

constitucional se efectuó dentro de un término razonable, por lo cual se tiene 

por satisfecho dicho presupuesto de procedibilidad. 

 

Por otro lado, sobre la subsidiariedad, en virtud de los parámetros esbozados 

en el acápite de consideraciones y conforme a las pretensiones, se acredita 

cumplida parcialmente, como pasa a detallarse: 

 

Se encuentra acreditado en el expediente que el accionante presentó 

derecho de petición el 09 de julio de 20263, en el que indicó:   

 

 “Respetados señores,  

  Oficina de correspondencia y atención al ciudadano Gobernación del 

Departamento del Cesar 

 

Por medido del presente correo electrónico, de manera muy respetuosa, 

adjunto formalmente para su correspondiente tramite, estudio y asignación 

de radicado, el documento en formato PDF, que contiene un DERECHO DE 

PETICION DE AUDIENCIA ESPECIAL. 

 

Este requerimiento es elevado pro el ingeniero LUIS GABRIEL BASTIDAS 

ÁLVARES, en su calidad de Representante Legal de la firma contratista local 

BASTIDAS ING S.A.S., la solicitud va dirigida formalmente a la señora 

Gobernadora ELVIA MILENA SANJUAN DÁVILA, con el propósito de solicitar un 

espacio en su agenda institucional para exponer propuestas técnicas de 

reactivación económica, justicia laboral territorial y apoyo al emprendimiento 

regional (MIPYME) en el marco de inversiones del departamento. 

 

Soportes adjuntos al presente correo: 

 

1. ANEXO 1: DP_ Audiencia_ Gobernadora_ BASTIDAS_ ING_ SAS.pdf (Carta 

oficial de solicitud debidamente firmada). 

2. Anexo 2: Certificado_ cámara_ Comercio: BASTIDAS_ ING_ SAS.pdf(Prueba 

de existencia y representación legal) 

3. Anexo 3: Constancia_No_Recuperacion_Vehículo_2026.pdf (Soporte 

Oficial del hecho delictivo y estado de automotor). 

 

 
3 Véase pagina 13, documento 01, Escrito de tutela, expediente digital. Numero radicación 314732. 
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Agradezco que se nos acuse recibido de este mensaje y se nos comparta el 

número de radicado oficial junto con la fecha de recepción de la entidad 

para el correspondiente seguimiento legal dentro de los términos establecidos 

por la Ley estatutaria 1755 de 2015.” Solicitud esta que tiene radicación No 

3147324, por parte de la Gobernación. 

 

Así mismo, se advierte una respuesta por parte de la entidad accionada 

arrimada dentro del trámite tutelar, en la que, respecto de los hechos del 

accionante, indicó:  

 

“(…) al hecho primero, ES PARCIALMENTE CIERTO.  Es cierto que el accionante, 

en la calidad que ostenta, elevó una petición solicitando una audiencia 

especial, radicada formalmente ante la entidad. No obstante, no es cierto 

que exista “asfixia fiscal” imputable a la administración del departamento. Las 

obligaciones tributarias por impuesto sobre vehículos automotores, 

específicamente las derivadas del vehículo de placas VAP234 (camioneta 

Mazda modelo 2011 hurtada en 2016), surgen de imperativos de ley y su 

ejecución fiscal coactiva se adelanta conforme al debido proceso, sin que la 

acción de tutela sea el mecanismo idóneo para debatir deudas impositivas o 

evadir obligaciones fiscales vigentes. 

 

Respecto al hecho segundo, NO ES CIERTO. Es absolutamente falso que 

existan “evasivas e ineficacia administrativa” o maniobras dilatorias por parte 

de la Gobernación del Cesar. Como el mismo accionante reconoce, la 

solicitud formulada en el año 2025 fue respondida formalmente y dentro de 

los términos legales, delegándose la atención en la secretaria de Asuntos 

Internos, la Dra. Yarcelis. La delegación de funciones es una institución 

legítima, necesaria y autorizada por la ley (artículo 9 de la Ley 489 de 1998) 

para descongestionar el despacho gubernamental, y sus secretarios 

sectoriales cuentan con plenas facultades en sus áreas. No se puede calificar 

de “maniobra dilatoria” el ejercicio legítimo de estas facultades ni pretender 

que la señora Gobernadora atienda personalmente cada solicitud de 

carácter comercial o particular. 

 

Respecto al hecho tercero, ES CIERTO. Es un hecho cierto que el sistema de 

radicación de la Gobernación del Cesar formalizó el requerimiento del 

peticionario asignándole el consecutivo único Radicado N° 314732 con fecha 

de radicación del 9 de julio de 2026, el cual recibió el correspondiente trámite 

de reparto y análisis institucional. 

 

Respecto al hecho cuarto, ES PARCIALMENTE CIERTO.  Es cierto que de 

conformidad con el artículo 14 de la Ley Estatutaria 1755 de 2015, el término 

general para contestar peticiones es de quince (15) días hábiles, los cuales 

vencieron el pasado 3 de agosto de 2026. Sin embargo, NO ES CIERTO que se 

haya configurado un “Silencio Administrativo Absoluto” que vulnere los 

derechos del accionante, por cuanto la Gobernación del Cesar, a través de 

la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Empresarial, emitió y notificó una 

 
4 Véase pagina 13, expediente digital.  
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respuesta sustancial y de fondo el día 5 de agosto de 2026 (solo dos días 

hábiles después del vencimiento), con anterioridad a la admisión y 

notificación de la presente tutela. 

 

Respecto al hecho quinto, NO ES CIERTO.  Es falso que el proceso de 

infraestructura hospitalaria LOP-SIN-0004-2026 se encuentre en una parálisis 

arbitraria. Los procesos contractuales de la Gobernación del Cesar, 

incluyendo el mencionado por $150.762 millones para la construcción 

hospitalaria en El Paso” 

 

A renglón seguido, la Gobernación explicó al despacho que: “El accionante 

pretende que el juez constitucional tutele sus derechos y ordene a la 

Gobernación del Cesar que, en el término improrrogable de 48 horas, fije 

fecha y hora exacta para una “Audiencia Especial Presidencial” de diez (10) 

minutos directamente con la Gobernadora del Cesar, Dra. Elvia Milena 

Sanjuan Dávila. Asimismo, busca a través de este mecanismo preferente que 

se resuelvan de fondo alternativas de inserción laboral mediante la 

imposición de una Cláusula de Obligación Convencional de subcontratación 

obligatoria del 10% para firmas locales en el proceso LOP-SIN- 0004-2026, y se 

disponga una fórmula de saneamiento tributario para levantar el embargo 

coactivo que recae sobre su operatividad debido a deudas fiscales del 

impuesto vehicular. 

 

Esta Oficina Asesora Jurídica solicita al despacho denegar por improcedente 

la tutela frente al Departamento del Cesar. En primer lugar, la pretensión de 

obtener respuesta al Derecho de Petición ya fue satisfecha plenamente, 

enviándose comunicación oficial de fondo el 5 de agosto de 2026. En 

segundo lugar, las pretensiones relativas a imponer cláusulas contractuales 

específicas, forzar la adjudicación de subcontratos y dirimir litigios de impuesto 

vehicular escapan por completo del ámbito constitucional de la tutela. El juez 

de tutela no puede coartar la autonomía técnica de la administración para 

estructurar sus licitaciones, ni sustituir los medios judiciales ordinarios dispuestos 

para controvertir cobros tributarios o actos precontractuales, bajo pena de 

vulnerar gravemente el principio de división de poderes y legalidad de la 

contratación pública.” – Negrilla y subrayado fuera del texto original- 

 

Ahora bien. Una vez revisada la respuesta aportada por la entidad 

accionada5, se aprecia que, la Gobernación delegó la contestación de la 

petición a la Secretaria de Agricultura y Desarrollo Empresarial.  La cual, en su 

escrito de contestación al accionante, explico que: «Una vez analizado el 

contenido de la solicitud, esta Secretaría manifiesta que, en el marco de sus 

competencias, el acceso a los programas, beneficios e iniciativas 

promovidas por la Gobernación del Cesar se realiza conforme a los principios 

de igualdad, transparencia y publicidad, mediante la formulación y 

ejecución de proyectos, así como a través de convocatorias públicas, 

procesos de selección y demás mecanismos legalmente establecidos, según 

la naturaleza de cada programa o iniciativa. 

 
5 Véase pagina 



Radicado No. 

Clase De Proceso 

: 

: 

202504089001-2026-00457-00 

ACCION DE TUTELA 

Accionante : BASTIDAS ING S.A.S 

Accionado : GOBERNACIÓN DEL CESAR 

Asunto : SENTENCIA 
 

 

P á g i n a  12 | 17 
 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE EL PASO, CESR 
CALLE 3 No. 5-20 TELEFAX. 095 5530326 

Correo electrónico: j01prmpalelpaso@cendoj.ramajucial.gov.co 

 

En ese sentido, esta dependencia no se encuentra facultada para asignar de 

manera directa oportunidades contractuales, beneficios o participación en 

proyectos específicos por fuera de los procedimientos previstos en la 

normatividad vigente.» 

 

Lo cual guarda sentido, pues el CAPÍTULO CUARTO, del código penal que 

referencia a delitos “De la Celebración indebida de contratos” hace especial 

a las sugerencias por parte de la ciudadanía respecto de los cambios en el 

tema de contratación.  

 

En especial, la Corte Constitucional en Sentencia de Constitucionalidad, en 

identificada como C-080 de 2025, hizo un estudio del artículo 410 A de la 

citado normatividad, en la que precisó que:  

 

«La Sala Plena concluyó que el artículo 410A del Código Penal no vulnera el 

principio de legalidad estricta o tipicidad. La Corte consideró que el artículo 

410A prevé un tipo penal en blanco, porque la expresión “ilícitamente” es una 

fórmula de reenvío a una norma extrapenal. La Sala Plena constató que esta 

fórmula de remisión satisface los requisitos de constitucionalidad de los tipos 

penales de remisión propia que la jurisprudencia constitucional ha 

desarrollado. Primero, la norma de remisión es claramente identificable. Al 

respecto, la Sala Plena encontró que una interpretación sistemática 

del nomen iuris, el inciso 1º y el parágrafo del artículo 410A del Código Penal, 

así como de sus antecedentes legislativos, permiten inferir, sin lugar a 

equívocos, que el tipo penal debe integrarse, exclusivamente, con el artículo 

47.9 del Decreto 2153 de 1992, el cual prohíbe los acuerdos restrictivos de la 

competencia en procesos de contratación pública, también denominados 

acuerdos colusorios. Segundo, el artículo 47.9 del Decreto 2153 de 1992 tiene 

rango material de ley y es anterior a la tipificación de la conducta 

punible. Tercero, la norma de remisión permite al intérprete determinar 

inequívocamente el alcance de la conducta penalizada. Esto porque, (i) el 

artículo 47.9 de 2153 de 1992 prevé una prohibición clara y precisa de los 

acuerdos restrictivos de la competencia en procesos de contratación pública 

y (ii) la SIC –máxima autoridad de competencia– ha delimitado y desarrollado 

los elementos de estos acuerdos de forma consistente.» 

  

Siendo ello así, la petición referida por el actor, relacionada en hablar 

directamente con la Gobernadora del Departamento del Cesar, podría verse 

inmersa en una situación, que podría  constituir un delito ubicado en el libro 

segundo, parte especial, “De los delitos en particular”, en especial, lo 

referente al CAPITULO NOVENO, “De los actos de discriminación”, por tanto, 

a este despacho y aplicando la perspectiva de género de que se ha hablado 

en las últimas jurisprudencias de la Corte Constitucional6, No considera 

respetuoso para con la persona que tiene el cargo de Gobernadora, 

imponerle cargas que no le corresponde surtir en forma directa, y por tanto, 

tal situación será negada, y se le exhortará al actor para que evite en la 

 
6 H. Corte Constitucional, sentencias T-064 de 2023, T-179 de 2024 y T-044 de 2026 
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medida de sus posibilidades, acercarse en forma directa a la Gobernadora a 

efectos de presentar sus solicitudes.  

 

Ahora, si bien, seria del caso, declarar la falta de subsidiariedad por Hecho 

superado, de no ser porque, aplicando la igualdad de cargas de la empresa 

accionante respecto de la entidad accionada7, Gobernación, se advierte 

que, aun cuando  la Gobernadora, en su cargo, no tiene la obligación de dar 

respuesta directa a las solicitudes de sus usuarios, tal como se advierte del 

decreto 000001 del 01 de enero de 2024, delegó a la Secretaría que consideró 

que debía asumir las disertaciones presentadas por el actor8, por tanto 

corresponde a esta judicatura analizar la respuesta presentada por la 

accionada para determinar si existe, o, no, una respuesta clara, completa y 

de fondo a lo solicitado por el actor9.  

 

En este sentido el actor de conformidad con lo establecido en el artículo 5° 

del CPACA, modificado por el artículo 1 de la ley 1755 de 2015, tiene derechos 

ante las autoridades administrativas, como lo son:  

 

«… 1. Presentar peticiones en cualquier de sus modalidades, verbalmente, o 

por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, 

así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las 

disposiciones vigentes exijan para tal efecto.» 

 

Por tanto, en vista que el accionante presentó otras peticiones, como lo fue 

la identificada con el radicado interno de la gobernación 27674610, en la que 

solicitó conforme al asunto «condonación y prescripción impuestos vehicular 

(VAP234)», se hace necesario entrar a analizar la respuesta oportunamente 

otorgada11: 

 

En este respecto, la Secretaria delegada refirió: «Ahora bien, respecto de las 

manifestaciones relacionadas con el Proyecto Vial de Red Terciaria y el 

Proceso de Infraestructura Hospitalaria, se observa que dichos asuntos 

corresponden a proyectos cuya competencia recaen en la Secretaría de 

Infraestructura Departamental, dependencia encargada de la planeación, 

estructuración, ejecución y seguimiento de este tipo de iniciativas. En 

consecuencia, se sugiere dirigir dichas solicitudes ante esa Secretaría, para 

que sean analizadas y atendidas dentro del ámbito de sus funciones.» 

 De lo expuesto por la Secretaría delegada, considera este Despacho qué, tal 

respuesta no es una respuesta clara, completa y de fondo, pues de 

conformidad con lo establecido en el artículo 21 de la citada ley -CPACA-, 

en el que se indica que, «(…) si una autoridad a quien se dirige la petición no 

 
7 Véase https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/fiscal/article/view/6462/9113,- Revisado en 
horario hábil- y artículo 13 de la constitución nacional y jurisprudencia de la H. Corte Constitucional 
relacionada sentencia T-371 DE 2015, https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-371-
15.htm. -revisado en horario hábil- 
8 Véase documento 012, expediente de tutela. 
9 H. Corte Constitucional, sentencias T-064 de 2023, T-179 de 2024 y T-044 de 2026. 
10 Véase pagina 16, documento 1, expediente digital.  
11 Véase página 1, documento 11, expediente digital. 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/fiscal/article/view/6462/9113,-
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-371-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-371-15.htm
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es la competente, informará de inmediato al interesado si este actúa 

verbalmente, o dentro de los diez (10) siguientes al de la recepción, si obró 

por escrito.  

 

Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará 

copia del oficio remisorio al peticionario. 

 

Los términos para decidir se contarán a partir del día siguiente a la recepción 

d la petición por la autoridad competente.», -negrilla y subrayado fuera del 

texto original- 

 

Siendo ello así, de lo expuesto por la secretaria encargada, y teniendo en 

cuenta que dentro de los elementos que reposan en el expediente, 

aportados por la accionada, no se advierte el oficio remisorio a la Secretaria 

delegada correspondiente, que haya sido puesto en conocimiento del actor 

en el término de la presente acción12, para efecto de que el accionante le 

dé seguimiento a la misma, advierte el despacho la necesidad de amparar 

el derecho de petición únicamente respecto del radicado interno de la 

gobernación 27674613 y no de otra. Pues no se evidencia que el objeto de la 

acción haya desaparecido entre la interposición de la acción y el trámite de 

esta, para considerar superado las circunstancias que dieron pie a la presente 

acción, tampoco se evidencia que, haya existido una situación sobreviniente 

que lo decante.  

 

Ahora, eso no implica que la administración departamental deba dar una 

respuesta positiva,  o acceder a la solicitud del actor, menos aún, tratándose 

de contratación, siendo así, solo una respuesta, sea negativa o positiva, debe 

tenerse como completa, a menos que sea evasiva.  

 

Respecto del Hecho superado, la H. Corte Constitucional ha indiciado14: “Sin 

perjuicio de lo anterior, y conforme al precedente jurisprudencial, “es posible 

que el proceso amerite un pronunciamiento adicional del juez de tutela, no 

para resolver el objeto de la tutela -el cual desapareció por sustracción de 

materia-, pero sí por otras razones que superan el caso concreto”. De manera 

que, el operador constitucional, debe atender las subreglas dispuestas en la 

sentencia SU-522 de 2019, a saber: “(ii) [e]n los casos de hecho 

superado o situación sobreviniente: no es perentorio que el juez de tutela 

haga un pronunciamiento de fondo. Sin embargo, y especialmente 

tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede de revisión, podrá 

emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere necesario para, 

entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional 

de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los hechos 

vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, so 

pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de 

 
12 Véase documento 11, expediente digital.  
13 Véase pagina 16, documento 1, expediente digital.  
14 Corte Constitucional, Sentencia T -190 de 2025. 
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instancia; o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental”. – 

negrilla y subrayado fuera del texto original- 

 

Respecto del hecho superado, daño consumado, y la situación sobreviniente, 

la H. Corte Constitucional ha precisado:  

 

“(i) El hecho superado, ocurre cuando durante el trámite de la acción de 

tutela las accionadas remedian la situación que dio lugar a la presentación 

de la acción. Por lo tanto, este se verifica cuando se satisface por completo 

lo pretendido en la acción de tutela y, es el resultado del actuar voluntario 

del sujeto pasivo; (ii) El daño consumado, tiene lugar cuando a raíz de la falta 

de garantía del derecho, se ocasiona o consuma el daño que se buscaba 

evitar con la orden del juez de tutela ; y (iii) la situación sobreviniente que se 

configura cuando las circunstancias fácticas que originaron la acción varían 

porque el actor asume una carga que no le correspondía, un tercero satisface 

la pretensión principal, el accionante ha perdido interés en el resultado del 

proceso o resulta imposible llevar a cabo las pretensiones.  – negrilla y 

subrayado fuera del texto original- 

Se advierte que dentro de la página de la Gobernación no resulta tan sencillo 

darles seguimiento a las peticiones. véase: 

 

Dicho lo anterior, y advertida la recomendación realizada por la Secretaria 

Delegada, que dio respuesta a la petición aportada al expediente, se 

concederá el amparo al derecho de petición del citado radicado, y se 

ordenará a la accionada para que dentro del termino constitucional 

prudente, si no lo ha hecho, proceda a dar una respuesta, clara completa y 

de fondo a lo solicitado en la petición con radicado interno de la 

gobernación 27674615. 

Ahora, en lo que respecta a la interposición de la presente acción 

constitucional para el agendamiento de una visita con la representante legal 

de la entidad departamental, o quien se delegue, para establecer una forma 

de aplicar la contratación16, especialmente lo concerniente a la radicación 

 
15 Véase pagina 16, documento 1, expediente digital. 
16 Véase pagina 16, petición radicada No. 273554. 
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JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE EL PASO, CESR 
CALLE 3 No. 5-20 TELEFAX. 095 5530326 

Correo electrónico: j01prmpalelpaso@cendoj.ramajucial.gov.co 

Interna No. 27355417, se debe precisar al actor que la jurisdicción 

constitucional no actúa como un tercer evaluador o un facilitador en los 

procesos de licitación pública, tampoco puede intervenir en la forma como 

se debe tramitar los mismos, pues dicha facultad está en cabeza de la misma 

entidad, o, en caso de discordia de uno de los disputantes, de la Jurisdicción 

contenciosa administrativa.  

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha precisado18: “La Corte 

Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la 

acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los 

derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente 

mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica 

que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo 

constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más 

no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe 

contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen 

en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales 

previstos por fuera de la jurisdicción constitucional.”-Negrilla y subrayado 

fuera del texto original- 

 

En ese mismo sentido, en jurisprudencia más actual, ha referido19: “La acción 

de tutela es improcedente. La controversia suscitada entre las partes debe ser 

dirimida por los jueces naturales de la causa. Esto, porque los medios 

ordinarios de defensa son prima facie idóneos y eficaces. Asimismo, las 

pruebas del expediente no dan cuenta de que la disputa contractual afecte 

directamente derechos constitucionales. Igualmente, los elementos de juicio 

del plenario demuestran que la accionante no se encuentra en un estado de 

indefensión y, además, que no existe el riesgo de que opere un perjuicio 

irremediable. Por último, no se demostraron condiciones de desigualdad entre 

las partes del contrato.” -negrilla subrayado fuera del texto original-. 

 

En ese sentido, y aun cuando el representante de la empresa accionante 

refiere situaciones que pueden afectar alguna situación económica propia 

de la empresa, lo cierto es que dentro del plenario no se puedo evidenciar o 

establecer circunstancia que acreditase un estado de indefensión del que 

pueda derivar un perjuicio irremediable respecto del estudio de la presunta 

ilegalidad de la contratación. Maxime cuando en los procesos contencioso 

ante la Jurisdicción administrativa, se permite la presentación de medidas 

cautelares. 

 

En consecuencia, toda controversia no abre paso por si sola la competencia 

del juez constitucional, pues existen mecanismos judiciales ordinarios idóneos 

para su resolución, por tanto, advertida la falta de acreditación de la 

configuración de un perjuicio irremediable que justifique el desplazamiento 

excepcional del juez natural de la causa, se declarará la presente acción 

improcedente respecto de cualquier disertación relacionada con la 

legalidad de las contrataciones.  

 

DECISIÓN  

 
17 Véase pagina 16, petición radicada No. 273554. 
18 Corte Constitucional, Sentencia T -903-2014 
19 Corte Constitucional, Sentencia T-331 de 2024. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Promiscuo Municipal de El Paso Cesar, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

 

RESUELVE  

PRIMERO: NEGAR el amparo al derecho de petición, promovido por BASTIDAS 

ING S.A.S, contra la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL CESAR, para 

ordenar la audiencia pública directamente con la Representante legal de la 

Autoridad Administrativa, conforme lo expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: EXHÓRTESE al representante legal de la empresa accionante, para 

que evite perseguir directamente a la representante legal de la entidad 

accionada, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva.  

 

TERCERO: CONCEDER el amparo al derecho de petición, igualdad y debido 

proceso, promovido por BASTIDAS ING S.A.S, contra la GOBERNACIÓN DEL 

DEPARTAMENTO DEL CESAR, para que dé respuesta al radicado interno No. 

27674620 , conforme lo expuesto en la parte motiva. 

 

CUARTO: ORDENAR a la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL CESAR, para 

que, si aún no lo ha hecho, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas 

a través de la Secretaria que se encuentre delegada, le brinde una respuesta, 

clara completa y de fondo a la solicitud con radicado interno de la 

gobernación 27674621, sin que ello implique acceder a lo solicitado.  

 

QUINTO: DLECARAR IMPROCEDENTE, las demás pretensiones y solicitudes 

relacionadas a la contratación o relación alguna, lo anterior, conforme a lo 

expuesto en la parte motiva. 

 

SEXTO: COMUNÍQUESE a las partes la presente decisión, por el medio más 

expedito posible. 

 

SEPTIMO: Si no fuere impugnada esta decisión, envíese a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

OCTAVO: Regístrese la presente actuación en el Sistema de Justicia Digital 

Siglo XXI Web -TYBA- para efectos de publicidad. 

 

OCTAVO: Por secretaria, ubíquese, organícese y déjese constancia de 

cualquier evento ocurrido con el expediente, tal como se dispuso en la 

Resolución No.006 de 2021 (noviembre 08 de 2021) por medio del cual se 

imparten prevenciones de datos, información, documentos, y otras 

disposiciones. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.   

                  22 

 

ALEXANDER PAEZ ARDILA 

Juez 

 
20 Véase pagina 16, documento 1, expediente digital. 
21 Véase pagina 16, documento 1, expediente digital. 
22 Firma digital únicamente autorizada para firmar la presente decisión. 













SECRETARIA DE AGRICULTURA <agricultura@cesar.gov.co>

Cumplimiento de la orden proferida a través de la sentencia judicial del 24 de octubre de
2026 - Respuesta comunicación ID 276746
Secretaría de Agricultura del Cesar <agricultura@cesar.gov.co> 5 de octubre de 2026 a las 16:40
Para: Project.manager@bastidasing.com

Señor
LUIS GABRIEL BASTIDAS ALVAREZ
Carrera 5 N° 1C-48
El Paso - Cesar

Respetado Sr. Bastidas:

Se remite nuevamente la comunicación, dado que por error en el escaneo faltó la digitalización de una página. 

Se adjunta el archivo digital correcto.

Se extienden disculpas por las molestias ocasionadas.

Atentamente,

José Francisco Sequeda Daza
Secretario de Agricultura y Desarrollo Empresarial
Gobernación del Dpto. del Cesar
Edf. Alfonso López Michelsen Calle 16 #12-120
Código postal: 200001 - Valledupar - Colombia.
Tel: +57 (605) 5885602 Ext. 311
agricultura@cesar.gov.co 

   

---------- Forwarded message ---------
De: Secretaría de Agricultura del Cesar <agricultura@cesar.gov.co>
Date: lun, 5 oct 2026 a las 16:26
Subject: Cumplimiento de la orden proferida a través de la sentencia judicial del 24 de octubre de 2026 - Respuesta
comunicación ID 276746
To: <Project.manager@bastidasing.com>

Señor
LUIS GABRIEL BASTIDAS ALVAREZ
Carrera 5 N° 1C-48
El Paso - Cesar

Asunto: Cumplimiento de la orden proferida a través de la sentencia judicial del 24 de octubre de 2026 del Juzgado
Promiscuo Municipal de El Paso, Cesar, del proceso de Acción de Tutela, radicado 202504089001-2026-00457-00

Cordial saludo,

Por medio del escrito, se adjunta escrito que da cumplimiento al numeral cuarto de la sentencia proferida el día 24 de octubre
de 2026, por el Juzgado Promiscuo Municipal De El Paso, Cesar, referente a la acción de tutela, identificada con el radicado
202504089001-2026-00457-00, que ordenó brindar respuesta a la solicitud identificada con el radicado interno ID 276746.

La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Empresarial, procederá a dar respuesta en el ámbito de su competencia a la
pretensión primera del escrito de solicitud identificado con el ID. 276746.

Agradezco su atención.

Atentamente,

José Francisco Sequeda Daza
Secretario de Agricultura y Desarrollo Empresarial
Gobernación del Dpto. del Cesar
Edf. Alfonso López Michelsen Calle 16 #12-120
Código postal: 200001 - Valledupar - Colombia.
Tel: +57 (605) 5885602 Ext. 311
agricultura@cesar.gov.co 

   

Respuesta a la solicitud radicado ID. 276746 completo.pdf
1561K
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Ejecuciones Fiscales - Gobernación del Cesar <rentasejecucionesfiscales@cesar.gov.co>

NOTIFICACIÓN RESOLUCIÓN No. 010425 DEL 24 DE JUNIO DE 2025 - PLACA
VAP234

Ejecuciones Fiscales - Gobernación del Cesar <rentasejecucionesfiscales@cesar.gov.co> 25 de junio de 2025 a las 8:57
Para: project.manager@bastidasing.com

Valledupar, 25 de junio de 2025.

Señor (a)
LUIS GABRIEL BASTIDAS ALVAREZ
E-mail. project.manager♠4bastidassing.com

Referencia: Notificación Resolución No. 010425 DEL 24 DE JUNIO DE 2025, por medio de la cual se resuelve una
prescripción.

Cordial saludo,

Por medio del presente y de acuerdo con su aceptación de ser notificado por este medio, adjunto Resolución de la
referencia.

Cordialmente;

2 adjuntos

RESOLUCION N. 010425 DE 24 DE JUNIO DE 2025.pdf
1601K

RESPUESTA DERECHO DE PETICION CONTROL-ID 276746.pdf
1181K
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Ejecuciones Fiscales - Gobernación del Cesar <rentasejecucionesfiscales@cesar.gov.co>

RESPUESTA DERECHO DE PETICON ID CONTROL 276746

Ejecuciones Fiscales - Gobernación del Cesar <rentasejecucionesfiscales@cesar.gov.co> 6 de octubre de 2026 a las
9:33

Para: project.manager@bastidasing.com

Valledupar, 06de octubre de 2026
 
Señor(a),
Luis Gabriel Bastidas Álvarez
 
CORREO:  project.manager@bastidasing.com            
 
ASUNTO: Respuesta a Derecho de Petición con ID de control n.º 276746.
 
Cordial saludo,
 
En atención al derecho de petición radicado bajo el ID de Control No.  276746   y de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, desarrollado por la Ley 1755 de
2015, me permito dar respuesta de fondo a su solicitud en los siguientes términos:

Cordialmente;

2 adjuntos

RESPUESTA DERECHO DE PETICION CONTROL-ID 276746 (1) (1).pdf
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Valledupar, 06 de octubre  de 2026 

 

Señores: 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE EL PASO, CESAR 

Correo: j01prmpalelpaso@cendoj.rmajudicial.gov.co 

E.S.D. 

 

Referencia: RESPUESTA REQUERIMIENTO PREVIO APERTURA INCIDENTE  

Radicado: 202504089001-2026-00457-00 

Accionante: BASTIDAS ING S.A.S. 

Accionados: GOBERNACION DEL CESAR 

BLANCA KATIUSCASÁNCHEZ JIMÉNEZ, en mi condición de Jefe - Oficina Asesora 

Jurídica del Departamento del Cesar, según Decreto No 000001 del 1 de enero de 2024 

(Acta de Posesión de 9 de enero de 2024), actuando por delegación que da cuenta el 

Decreto Departamental No. 000136 de 15 de mayo de 20081, procede esta oficina a 

contestar el auto del 30 de septiembre de 2026 en los siguientes términos: 

1. ANTECEDENTES Y ALCANCE DEL REQUERIMIENTO 

Mediante sentencia proferida el 24 de agosto de 2026, dentro de la acción de tutela 

promovida por BASTIDAS ING SA.S., ese Despacho amparó su derecho fundamental de 

petición y, en el numeral tercero y cuarto de la parte resolutiva, dispuso: 

“(…) 

 

 

 
1 Artículo Primero: Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Jurídicos del Departamento del Cesar, la 
Representación Judicial y Extrajudicial del Ente Departamental, ante los diferentes despachos judiciales, organismos 
de control y demás autoridades competentes en el trámite de procesos administrativos, con ocasión de los procesos 
judiciales, extrajudiciales y administrativos que se adelanten en contra del Departamento del Cesar, y que sean debidamente 
notificadas.  
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Posteriormente, mediante Auto notificado el 30 de septiembre de 2026, ese Despacho 

ordeno: 

 

 

La sentencia proferida por ese Despacho el 24 de agosto de 2026 concedió el amparo del 

derecho de petición y, en su numeral cuarto, ordenó a la Gobernación del Departamento 

del Cesar que, a través de la Secretaría que se encontrara delegada, brindara al 

accionante una respuesta clara, completa y de fondo respecto de la solicitud identificada 

con el radicado interno 276746, precisando expresamente que ello no implicaba acceder 

favorablemente a lo solicitado.  

En atención a dicho requerimiento, y teniendo en cuenta que la petición identificada con el 

ID 276746 comprende asuntos cuya atención corresponde a diferentes dependencias y 

sectoriales del Departamento del Cesar, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo 

Empresarial, mediante comunicación de fecha 5 de octubre de 2026, remitió al accionante 

la respuesta correspondiente a los asuntos de su competencia, acompañada de los 

documentos relacionados con el cumplimiento de la orden judicial. De igual manera, la 

Oficina de Rentas – Ejecuciones Fiscales, adscrita a la Secretaría de Hacienda 

Departamental, mediante comunicación de fecha 6 de octubre de 2026, remitió 

nuevamente al accionante la respuesta emitida respecto de los demás asuntos 

comprendidos en la petición, junto con los documentos correspondientes, garantizando así 

la atención integral de la solicitud objeto de la orden constitucional. 
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2. CUMPLIMIENTO DE LA ORDEN JUDICIAL 

En el presente caso, la Gobernación del Cesar ha dado cumplimiento material a la 

orden constitucional, mediante la actuación coordinada de las dependencias 

competentes. 

La solicitud identificada con el ID 276746 comprendía diferentes asuntos. En relación con 

el primer punto de la petición, correspondiente a las materias propias de la Secretaría 

de Agricultura y Desarrollo Empresarial, dicha dependencia procedió a emitir respuesta 

dentro del ámbito de sus competencias. 

Tal como consta, mediante comunicación remitida al correo electrónico del accionante el 5 

de octubre de 2026, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Empresarial dio respuesta a 

la pretensión primera de la solicitud, explicando las actuaciones, programas, proyectos, 

convocatorias y mecanismos institucionales relacionados con el fortalecimiento de las 

pequeñas y medianas empresas, emprendimiento y generación de ingresos, así como las 

condiciones para acceder a los programas respectivos. La respuesta fue remitida 

directamente al correo electrónico del accionante, project.manager@bastidasing.com. 

Respuesta a la solicitud radica… 

Debe destacarse que la Secretaría de Agricultura no se limitó a una respuesta formal o 

aparente, sino que desarrolló materialmente el contenido del numeral primero, explicando 

que la participación en los programas y proyectos está sujeta a las respectivas 

convocatorias, requisitos y condiciones y que la postulación debe efectuarse conforme a 

los procedimientos establecidos para cada programa. Respuesta a la solicitud radica… 

De otra parte, los demás puntos de la petición ya habían sido objeto de respuesta por 

parte de la Secretaría de Hacienda – Grupo de Gestión de Rentas, dependencia 

competente para pronunciarse sobre las materias tributarias y de cobro allí planteadas. 

En particular, por corresponder a la misma petición obra respuesta emitida el 16 de junio 

de 2025, mediante la cual se atendieron los diferentes planteamientos formulados por el 

peticionario y se adoptaron, además, las decisiones administrativas correspondientes 

respecto de las obligaciones tributarias objeto de discusión. Igualmente, dicha actuación 

fue comunicada al accionante mediante correo electrónico el 25 de junio de 2025, con 

remisión de la Resolución No. 010425 de 24 de junio de 2025.  

No obstante, lo anterior, y con el propósito de garantizar de manera plena el cumplimiento 

de la orden constitucional y evitar cualquier controversia respecto del conocimiento efectivo 

de las respuestas previamente emitidas, la Secretaría de Hacienda – Grupo de Gestión 

de Rentas procedió nuevamente a remitir al accionante la respuesta correspondiente 

al ID de control 276746 el día 6 de octubre de 2026, directamente al correo electrónico 

registrado por este. 

En dicha comunicación se dejó expresamente consignado que se daba respuesta de fondo 

al derecho de petición identificado con el ID de control No. 276746, con fundamento en el 
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artículo 23 de la Constitución Política y la Ley 1755 de 2015, adjuntándose nuevamente la 

respuesta y la Resolución No. 010425 de 24 de junio de 2025.  

Por consiguiente, no existe actualmente un punto de la solicitud respecto del cual la 

Administración haya guardado silencio. 

 

3. EL CUMPLIMIENTO NO PUEDE CONFUNDIRSE CON LA SATISFACCIÓN DE 

LAS PRETENSIONES DEL ACCIONANTE 

Es necesario precisar al Despacho que el accionante pretende presentar como 

incumplimiento constitucional su inconformidad con las actuaciones administrativas y con 

las respuestas otorgadas por las diferentes dependencias de la Gobernación. 

Tal planteamiento no resulta jurídicamente admisible. 

La sentencia no ordenó a la Gobernación conceder, reconocer, condonar, prescribir, 

levantar embargos, adoptar decisiones administrativas determinadas ni acceder a 

las solicitudes materiales del accionante. La orden impartida fue concreta: brindar una 

respuesta clara, completa y de fondo, expresamente bajo la precisión de que ello no 

implicaba acceder a lo solicitado.  

Por ello, una vez acreditado que las dependencias competentes emitieron las respuestas 

correspondientes y que estas fueron comunicadas al peticionario, se satisface el objeto 

de la orden constitucional. 

Aceptar la tesis del incidentante significaría transformar el incidente de desacato en un 

mecanismo para obtener una respuesta favorable a sus intereses, cuando la sentencia 

constitucional no impartió una orden en ese sentido. 

 

4. INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS PARA CONFIGURAR EL DESACATO 

Y LÍMITES DEL INCIDENTE FRENTE A LA INCONFORMIDAD DEL 

ACCIONANTE 

El artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 contempla el desacato como consecuencia del 

incumplimiento de las órdenes impartidas por el juez constitucional; sin embargo, su 

configuración no opera de manera automática por la sola afirmación del accionante ni por 

su inconformidad con el contenido de la respuesta, pues exige verificar objetivamente el 

cumplimiento de la orden y, además, establecer la existencia de una conducta subjetiva de 

desobediencia, renuencia o incumplimiento injustificado atribuible al obligado.  
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En el presente asunto, no se configura ninguno de estos presupuestos, toda vez que la 

orden judicial fue atendida materialmente: la Secretaría de Agricultura y Desarrollo 

Empresarial respondió el numeral primero de la petición, dentro del ámbito de sus 

competencias, mientras que la Secretaría de Hacienda – Oficina de Rentas había atendido 

los demás asuntos objeto de la solicitud y, con ocasión del requerimiento judicial, procedió 

además a remitir nuevamente al accionante la respuesta correspondiente el 6 de octubre 

de 2026.  

La actuación desplegada por la Administración evidencia, por tanto, una conducta 

inequívocamente dirigida al cumplimiento del fallo y no una actitud de resistencia, renuencia 

o desobediencia frente a la autoridad judicial.  

En ese contexto, el incidente de desacato no puede ser utilizado como una instancia 

adicional para controvertir el contenido de las respuestas administrativas, cuestionar las 

decisiones adoptadas por las dependencias competentes o pretender que, por vía 

constitucional, se obtenga una decisión favorable a los intereses materiales del accionante.  

Debe recordarse que la orden impartida por el Despacho consistió en brindar una respuesta 

clara, completa y de fondo, sin que ello implicara acceder a lo solicitado. Por consiguiente, 

si el accionante discrepa de las respuestas recibidas, de las decisiones tributarias 

adoptadas o de sus efectos jurídicos, dicha inconformidad no transforma una respuesta de 

fondo en un incumplimiento del fallo de tutela ni configura, por sí sola, desacato. La finalidad 

constitucional de la orden se encuentra satisfecha y, al no existir una conducta omisiva o 

subjetivamente reprochable atribuible a los funcionarios obligados, no hay fundamento 

jurídico para la imposición de sanción alguna por desacato. 

 

5. SOLICITUDES 

Con fundamento en lo expuesto, respetuosamente solicito al Despacho: 

 

PRIMERO. Tener por rendido en debida forma el informe requerido mediante Auto de 30 

de septiembre de 2026, junto con sus respectivos soportes. 

 

SEGUNDO. Tener por acreditado el cumplimiento de la orden impartida en el numeral 

tercero y cuarto de la sentencia de 24 de agosto de 2026, en los términos expuestos en el 

presente informe. 

 

TERCERO. En consecuencia, tener por satisfecho el objeto del requerimiento previo y 

abstenerse de dar apertura al incidente de desacato, al encontrarse acreditado el 

cumplimiento de la orden constitucional y no evidenciarse una conducta de incumplimiento 

atribuible a los funcionarios de la Gobernación del Departamento del Cesar. 
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6.  ANEXOS Y PRUEBAS 

 

Me permito anexar a la presente contestación los siguientes documentos:  

 

➢ Documentos que acreditan actuación 

➢ Respuesta de la secretaria de Agricultura y anexos 

➢ Respuesta de la Oficina de Renas Ejecuciones Fiscales y anexos 

 

 

7. NOTIFICACIONES 

 

Las notificaciones se recibirán en la calle 16 # 12-120 Edificio Alfonso López Michelsen, 

piso 2 de esta ciudad y en el correo electrónico: notificacionesjudiciales@gobcesar.gov.co 

Cordialmente, 

 
BLANCA KATIUSCA SÁNCHEZ JIMÉNEZ 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Gobernación del Departamento del Cesar 
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Valledupar, 16 de octubre  de 2026 

 

Señores: 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE EL PASO, CESAR 

Correo:  j01prmpalelpaso@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.S.D. 

 

Referencia: RESPUESTA SEGUNDO  REQUERIMIENTO PREVIO APERTURA 

INCIDENTE  

Radicado: 202504089001-2026-00457-00 

Accionante: BASTIDAS ING S.A.S. 

Accionados: GOBERNACION DEL CESAR 

BLANCA KATIUSCASÁNCHEZ JIMÉNEZ, en mi condición de Jefe - Oficina Asesora 

Jurídica del Departamento del Cesar, según Decreto No 000001 del 1 de enero de 2024 

(Acta de Posesión de 9 de enero de 2024), actuando por delegación que da cuenta el 

Decreto Departamental No. 000136 de 15 de mayo de 20081, procede esta oficina a 

contestar el auto del 14 de octubre de 2026 en los siguientes términos: 

1. ANTECEDENTES Y ALCANCE DEL REQUERIMIENTO 

Mediante sentencia proferida el 24 de agosto de 2026, dentro de la acción de tutela 

promovida por BASTIDAS ING SA.S., ese Despacho amparó su derecho fundamental de 

petición y, en el numeral tercero y cuarto de la parte resolutiva, dispuso: 

“(…) 

 

 

 
1 Artículo Primero: Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Jurídicos del Departamento del Cesar, la 
Representación Judicial y Extrajudicial del Ente Departamental, ante los diferentes despachos judiciales, organismos 
de control y demás autoridades competentes en el trámite de procesos administrativos, con ocasión de los procesos 
judiciales, extrajudiciales y administrativos que se adelanten en contra del Departamento del Cesar, y que sean debidamente 
notificadas.  
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Posteriormente, mediante Auto notificado el 14 de octubre de 2026, ese Despacho ordeno: 

 

La sentencia proferida por ese Despacho el 24 de agosto de 2026 concedió el amparo del 

derecho de petición y, en su numeral cuarto, ordenó a la Gobernación del Departamento 

del Cesar que, a través de la Secretaría que se encontrara delegada, brindara al 

accionante una respuesta clara, completa y de fondo respecto de la solicitud identificada 

con el radicado interno 276746, precisando expresamente que ello no implicaba acceder 

favorablemente a lo solicitado.  

En atención al requerimiento judicial, se hace necesario precisar que el ID interno 276746 

corresponde al número de identificación asignado por la Gobernación del 

Departamento del Cesar a la petición que se adjunta al presente informe, y constituye 

la solicitud específica respecto de la cual el Despacho impartió la orden contenida 

en el numeral cuarto de la sentencia de tutela del 24 de agosto de 2026. Dicha petición 

comprende asuntos cuya atención corresponde, según la materia, a la Secretaría de 

Agricultura y Desarrollo Empresarial y a la Oficina de Rentas – Ejecuciones Fiscales, 

adscrita a la Secretaría de Hacienda Departamental. En cumplimiento de la orden judicial, 

la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Empresarial, mediante comunicación del 5 de 
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octubre de 2026, remitió al accionante la respuesta de fondo correspondiente al primer 

punto de la petición, dentro del ámbito de sus competencias. Por su parte, la Oficina de 

Rentas – Ejecuciones Fiscales, mediante comunicación del 6 de octubre de 2026, remitió 

nuevamente al accionante la respuesta relativa a los demás asuntos comprendidos en la 

misma solicitud, junto con los documentos correspondientes. En consecuencia, las 

dependencias competentes atendieron los distintos puntos de la petición identificada 

internamente por la Gobernación con el ID 276746, y las respuestas fueron remitidas al 

peticionario, por lo que se acredita el cumplimiento material de la orden judicial de brindar 

una respuesta clara, completa y de fondo, sin que ello implique la obligación de acceder 

favorablemente a lo solicitado. 

 

2. CUMPLIMIENTO DE LA ORDEN JUDICIAL 

En el presente caso, la Gobernación del Cesar ha dado cumplimiento material a la 

orden constitucional, mediante la actuación coordinada de las dependencias 

competentes. 

La solicitud identificada con el ID 276746 comprendía diferentes asuntos. En relación con 

el primer punto de la petición, correspondiente a las materias propias de la Secretaría 

de Agricultura y Desarrollo Empresarial, dicha dependencia procedió a emitir respuesta 

dentro del ámbito de sus competencias. 

Tal como consta, mediante comunicación remitida al correo electrónico del accionante el 5 

de octubre de 2026, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Empresarial dio respuesta a 

la pretensión primera de la solicitud, explicando las actuaciones, programas, proyectos, 

convocatorias y mecanismos institucionales relacionados con el fortalecimiento de las 

pequeñas y medianas empresas, emprendimiento y generación de ingresos, así como las 

condiciones para acceder a los programas respectivos. La respuesta fue remitida 

directamente al correo electrónico del accionante, project.manager@bastidasing.com. 

Respuesta a la solicitud radica… 

Debe destacarse que la Secretaría de Agricultura no se limitó a una respuesta formal o 

aparente, sino que desarrolló materialmente el contenido del numeral primero, explicando 

que la participación en los programas y proyectos está sujeta a las respectivas 

convocatorias, requisitos y condiciones y que la postulación debe efectuarse conforme a 

los procedimientos establecidos para cada programa. Respuesta a la solicitud radica… 

De otra parte, los demás puntos de la petición ya habían sido objeto de respuesta por 

parte de la Secretaría de Hacienda – Grupo de Gestión de Rentas, dependencia 

competente para pronunciarse sobre las materias tributarias y de cobro allí planteadas. 

En particular, por corresponder a la misma petición obra respuesta emitida el 16 de junio 

de 2025, mediante la cual se atendieron los diferentes planteamientos formulados por el 

peticionario y se adoptaron, además, las decisiones administrativas correspondientes 
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respecto de las obligaciones tributarias objeto de discusión. Igualmente, dicha actuación 

fue comunicada al accionante mediante correo electrónico el 25 de junio de 2025, con 

remisión de la Resolución No. 010425 de 24 de junio de 2025.  

No obstante, lo anterior, y con el propósito de garantizar de manera plena el cumplimiento 

de la orden constitucional y evitar cualquier controversia respecto del conocimiento efectivo 

de las respuestas previamente emitidas, la Secretaría de Hacienda – Grupo de Gestión 

de Rentas procedió nuevamente a remitir al accionante la respuesta correspondiente 

al ID de control 276746 el día 6 de octubre de 2026, directamente al correo electrónico 

registrado por este. 

En dicha comunicación se dejó expresamente consignado que se daba respuesta de fondo 

al derecho de petición identificado con el ID de control No. 276746, con fundamento en el 

artículo 23 de la Constitución Política y la Ley 1755 de 2015, adjuntándose nuevamente la 

respuesta y la Resolución No. 010425 de 24 de junio de 2025.  

Por consiguiente, no existe actualmente un punto de la solicitud respecto del cual la 

Administración haya guardado silencio. 

 

3. EL CUMPLIMIENTO NO PUEDE CONFUNDIRSE CON LA SATISFACCIÓN DE 

LAS PRETENSIONES DEL ACCIONANTE 

Es necesario precisar al Despacho que el accionante pretende presentar como 

incumplimiento constitucional su inconformidad con las actuaciones administrativas y con 

las respuestas otorgadas por las diferentes dependencias de la Gobernación. 

Tal planteamiento no resulta jurídicamente admisible. 

La sentencia no ordenó a la Gobernación conceder, reconocer, condonar, prescribir, 

levantar embargos, adoptar decisiones administrativas determinadas ni acceder a 

las solicitudes materiales del accionante. La orden impartida fue concreta: brindar una 

respuesta clara, completa y de fondo, expresamente bajo la precisión de que ello no 

implicaba acceder a lo solicitado.  

Por ello, una vez acreditado que las dependencias competentes emitieron las respuestas 

correspondientes y que estas fueron comunicadas al peticionario, se satisface el objeto 

de la orden constitucional. 

Aceptar la tesis del incidentante significaría transformar el incidente de desacato en un 

mecanismo para obtener una respuesta favorable a sus intereses, cuando la sentencia 

constitucional no impartió una orden en ese sentido. 
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4. INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS PARA CONFIGURAR EL DESACATO 

Y LÍMITES DEL INCIDENTE FRENTE A LA INCONFORMIDAD DEL 

ACCIONANTE 

El artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 contempla el desacato como consecuencia del 

incumplimiento de las órdenes impartidas por el juez constitucional; sin embargo, su 

configuración no opera de manera automática por la sola afirmación del accionante ni por 

su inconformidad con el contenido de la respuesta, pues exige verificar objetivamente el 

cumplimiento de la orden y, además, establecer la existencia de una conducta subjetiva de 

desobediencia, renuencia o incumplimiento injustificado atribuible al obligado.  

En el presente asunto, no se configura ninguno de estos presupuestos, toda vez que la 

orden judicial fue atendida materialmente: la Secretaría de Agricultura y Desarrollo 

Empresarial respondió el numeral primero de la petición, dentro del ámbito de sus 

competencias, mientras que la Secretaría de Hacienda – Oficina de Rentas había atendido 

los demás asuntos objeto de la solicitud y, con ocasión del requerimiento judicial, procedió 

además a remitir nuevamente al accionante la respuesta correspondiente el 6 de octubre 

de 2026.  

La actuación desplegada por la Administración evidencia, por tanto, una conducta 

inequívocamente dirigida al cumplimiento del fallo y no una actitud de resistencia, renuencia 

o desobediencia frente a la autoridad judicial.  

En ese contexto, el incidente de desacato no puede ser utilizado como una instancia 

adicional para controvertir el contenido de las respuestas administrativas, cuestionar las 

decisiones adoptadas por las dependencias competentes o pretender que, por vía 

constitucional, se obtenga una decisión favorable a los intereses materiales del accionante.  

Debe recordarse que la orden impartida por el Despacho consistió en brindar una respuesta 

clara, completa y de fondo, sin que ello implicara acceder a lo solicitado. Por consiguiente, 

si el accionante discrepa de las respuestas recibidas, de las decisiones tributarias 

adoptadas o de sus efectos jurídicos, dicha inconformidad no transforma una respuesta de 

fondo en un incumplimiento del fallo de tutela ni configura, por sí sola, desacato. La finalidad 

constitucional de la orden se encuentra satisfecha y, al no existir una conducta omisiva o 

subjetivamente reprochable atribuible a los funcionarios obligados, no hay fundamento 

jurídico para la imposición de sanción alguna por desacato. 

 

5. SOLICITUDES 

Con fundamento en lo expuesto, respetuosamente solicito al Despacho: 

 

PRIMERA. TENER por presentado el informe requerido mediante Auto del 30 de 

septiembre de 2026, junto con los soportes documentales que acreditan las actuaciones 

adelantadas por las dependencias competentes. 

mailto:notificacionesjudiciales@gobcesar.gov.co


 

                                                                                  
 

 
OFICINA ASESORA JURIDICA  

Dirección: Calle 16 # 12 - 120 - Edificio Alfonso López Michelsen – Código Postal: 200001 
contactenos@cesar.gov.co - notificacionesjudiciales@gobcesar.gov.co 

Valledupar - Cesar – Colombia 
 

Página 6 de 6 
 

 

SEGUNDA. RECONOCER el cumplimiento material de la orden impartida en el numeral 

cuarto de la sentencia de tutela del 24 de agosto de 2026, relativa a la emisión de una 

respuesta clara, completa y de fondo a la petición identificada internamente con el ID 

276746. 

 

TERCERA. ABSTENERSE de dar apertura al incidente de desacato, al encontrarse 

acreditada la atención de los asuntos objeto de la petición por parte de las dependencias 

competentes, sin que se advierta una conducta omisiva injustificada que sustente su 

apertura. 

 

 

6.  ANEXOS Y PRUEBAS 

 

Me permito anexar a la presente contestación los siguientes documentos:  

 

➢ Documentos que acreditan actuación 

➢ Constancia del CONTROLDOC interno del número ID 276746 asignado a la 

petición del tutelante. 

➢ Respuesta de la secretaria de Agricultura y anexos 

➢ Respuesta de la Oficina de Renas Ejecuciones Fiscales y anexos 

 

 

7. NOTIFICACIONES 

 

Las notificaciones se recibirán en la calle 16 # 12-120 Edificio Alfonso López Michelsen, 

piso 2 de esta ciudad y en el correo electrónico: notificacionesjudiciales@gobcesar.gov.co 

Cordialmente, 

 
BLANCA KATIUSCA SÁNCHEZ JIMÉNEZ 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Gobernación del Departamento del Cesar 
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